DICTAMEN Nº: 114/2010
TÍTULO: Consulta 91/2010 sobre reclamación de responsabilidad patrimonial por los daños sufridos por doña R.M.L. y don G.R.M. como consecuencia de la inundación producida en una vivienda de su propiedad.
ANTECEDENTES

1. Por Oficio de 4 de mayo de 2010, del Alcalde del Ayuntamiento de Labastida, con entrada en el registro de esta Comisión el 11 de mayo de 2010, se somete a la consulta de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada por doña R.M.L. y don G.R.M., por los daños ocasionados en la vivienda de su propiedad en la calle … número … de Labastida, con motivo de la inundación producida el día 10 de noviembre de 2008.

2. Los reclamantes solicitan una indemnización cuyo importe total alcanza la cantidad de nueve mil trescientas setenta y nueve euros con setenta y tres céntimos (9.379,73 €) que desglosan en los siguientes conceptos: pintura, 1.936,13 €, limpieza (pulido, etc.) 240 €, electricidad 3.770 € y carpintería 3.433,6 €.

3. El expediente remitido incluye, además de la petición de consulta, los siguientes documentos:

a) Reclamación presentada el 13 de octubre de 2009, a la que se acompaña presupuesto de pintura de J.R., de fecha 13 de enero de 2009, y presupuesto de electricidad de Electricidad …, de 1 de julio de 2009.

b) Decreto 138/2009, de 20 de octubre, del Alcalde de Labastida, por el que se dispone la incoación del expediente, el nombramiento del instructor, y se comunica a los interesados el plazo máximo para la resolución del procedimiento y los efectos del silencio.

c) Escrito de 17 de noviembre de 2009 del instructor, mediante el que solicita a la Brigada Municipal de Obras del Ayuntamiento se informe respecto de la intervención efectuada el día 10 de noviembre de 2008 con ocasión de la rotura de tubería municipal de abastecimiento domiciliario de agua potable.

d) Informe de 11 de diciembre de 2009 de don T.P.M., funcionario de la Brigada municipal de Obras del Ayuntamiento, en relación a la reparación de fuga de aguas en la red de abastecimiento de agua en calle … nº … de Labastida en el día 10 de noviembre de 2008.

e) Trámite de audiencia mediante el que se pone de manifiesto el expediente y se concede a los reclamantes plazo de diez días para que puedan formular alegaciones y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes, de 5 de marzo de 2010.

f) Alegaciones formuladas por los reclamantes el 18 de marzo de 2010, a las que se acompaña presupuesto de Carpintería y Ebanistería J.M.R..

g) Propuesta de resolución estimatoria de 4 de mayo de 2010.

CONSIDERACIONES

I Intervención de la Comisión

4. De acuerdo con el artículo 3.1.k) de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, la intervención de esta Comisión tiene carácter preceptivo ya que se trata de una reclamación de responsabilidad patrimonial de un Ayuntamiento de la Comunidad Autónoma por importe superior a 6.000 euros.

II Relato de hechos

5. Tomando en consideración la instrucción practicada, cabe concluir que son relevantes para la resolución del supuesto planteado las siguientes circunstancias fácticas.

6. El día 10 de noviembre de 2008 se produjo una inundación en la vivienda de doña R.M.L. y don G.R.M., situada en la calle … número … de Labastida.

7. El agua causante de la inundación procedía de la rotura de la tubería municipal de abastecimiento domiciliario de agua potable.

8. La inundación ocasionó daños materiales en la vivienda, en las paredes, suelos, instalación eléctrica y carpintería.

III Aplicación del régimen de responsabilidad patrimonial

A) Análisis del procedimiento:

9. Para el examen del expediente instruido ha de estarse a lo que establecen el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJPAC) y el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, que aprueba el Reglamento de los Procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas (en adelante, el Reglamento).

10. La reclamación ha sido formulada en el plazo previsto por el artículo 142.4 LRJPAC, ya que los hechos se produjeron el día 10 de noviembre de 2008 y la reclamación se registra en el Ayuntamiento el 13 de octubre de 2009.

11. Los reclamantes no han acreditado que son, como aducen, los propietarios de la vivienda, lo cual deberán subsanar siguiendo lo dispuesto en el artículo 71 LRJPAC, antes del dictado de la resolución que ponga fin al procedimiento.

12. El análisis del expediente a la luz del contenido de los artículos 6, 7, 9, 10 y 11 del Reglamento permite realizar las siguientes consideraciones acerca del procedimiento. 
13. Se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 10 del Reglamento citado, incorporándose al procedimiento el informe del servicio, emitido por un operario de la Brigada municipal de Obras que intervino en reparación de la fuga de agua.

14. Se echa en falta, sin embargo, una descripción pormenorizada de las circunstancias que rodearon la inundación y de la forma en la que ésta afecto a la vivienda. Hubiera sido conveniente una valoración de los daños causados mediante la emisión de un informe pericial.

15. Es cierto que al presentarse la reclamación una vez trascurrido un año desde el suceso resultaba difícil comprobar el alcance de los daños, sin embargo, una de las partidas, la de carpintería, ha sido concretada mucho después ─16/3/2010─, una vez desparecida la humedad existente, por lo que se podría haber desplegado una labor de verificación sobre el estado de los elemento afectados.

16. En el expediente consta la realización de la audiencia que, tal y como determina el artículo 11 del Reglamento, debe practicarse una vez instruido el procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, sobre la totalidad del expediente tramitado hasta dicho momento, con la relación de documentos obrantes en el expediente y otorgándoles un plazo no inferior a diez días para que puedan formular las alegaciones y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes.
17. El expediente se somete a esta Comisión vencido el plazo legal de seis meses dado para resolver y notificar la resolución. Ello no obstante, como viene señalando la Comisión en sus dictámenes, procede continuar con el procedimiento, ya que tal circunstancia no exime a la Administración del deber de dictar una resolución expresa (art. 42.1 LRJPAC) y, tratándose de un silencio desestimatorio, no existe vinculación alguna al sentido del mismo (art. 142.7 LRJPAC).

B) Análisis del fondo:
18. El régimen de responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas, según constante jurisprudencia, tiene su fundamento específico en el artículo 106.2 de la Constitución (CE) que establece que los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes y derechos, salvo los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

19. Dicho régimen se encuentra hoy contemplado en los artículos 139 y siguientes de la LRJPAC y resulta también de aplicación a las entidades locales, de acuerdo con el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL).

20. Son requisitos exigidos para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial: la efectividad del daño o perjuicio evaluable económicamente e individualizado, en relación a una persona o grupo de personas; que el daño o lesión sufrido sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal ─es indiferente la calificación─ de los servicios públicos en una relación directa e inmediata de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que puedan alterar el curso causal; la inexistencia de fuerza mayor; y, finalmente, que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño.

21. Y, en cuanto a la noción de servicio público a los fines del artículo 106.2 CE, la jurisprudencia viene considerando como tal toda actuación, gestión, actividad o tareas propias de la función administrativa que se ejerce, incluso por omisión o pasividad con resultado lesivo.

22. Atendido el ámbito público al que se remite el análisis del supuesto sometido a dictamen, para centrar adecuadamente nuestro examen resta señalar que, conforme a los artículos 25.2. l) y 26.1 a) de la LBRL, entre los servicios que los municipios deben prestar, en todo caso, por sí o asociados, se encuentra el servicio de abastecimiento de agua y alcantarillado.

23. La cuestión principal radica en la determinación de la necesaria existencia de una relación causal entre el perjuicio acreditado y el funcionamiento de la red de abastecimiento de agua potable del municipio.

24. La propuesta de resolución sometida a dictamen es estimatoria por entender que se cumplen todos los presupuestos legales para el reconocimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, al ser la inundación consecuencia del funcionamiento del servicio público, valoración que esta Comisión comparte a la vista del material probatorio que figura en el expediente.

25. Dada la concurrencia de todos los requisitos para estimar la responsabilidad de la Administración y, en particular, el nexo causal existente entre el funcionamiento normal del servicio público y el daño patrimonial sufrido por el reclamante, y que aquél no tiene el deber jurídico de soportarlo, resulta procedente la indemnización solicitada, puesto que la suma reclamada de 9.379,73 € no ha sido discutida, estando suficientemente justificados los distintos conceptos que componen la valoración del daño ocasionado, ya que aparecen indiciariamente vinculados a la producción del siniestro.

26. Para llegar al cumplimiento del principio de total indemnidad, dicha cantidad, que ha de considerarse como una deuda de valor, tiene que ser actualizada en el momento de su determinación conforme a lo dispuesto en el artículo 141.3 de la LRJPAC, esto es, con arreglo al índice de precios al consumo, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, tomando como referencia la fecha en que han sido abonados los trabajos de reparación efectuados en la vivienda y la fecha en que sea dictada la resolución que ponga fin a este procedimiento. 

27. Antes de proceder al abono se habrá de requerir a los reclamantes para que aporten una declaración responsable mediante la que manifiesten que no han recibido indemnización alguna por los daños cuya reparación es objeto del presente expediente de responsabilidad patrimonial de la Administración. Tratándose de daños materiales, la indemnización debe alcanzar a su valor de reposición, por lo que los perjudicados no tendrán derecho al pago si ya han sido resarcidos, y se encuentran en situación igual o similar a la que tenían antes de producirse el siniestro, o su equivalente económico.

CONCLUSIÓN

En atención a lo expuesto, se estima la existencia de responsabilidad patrimonial del Ayuntamiento de Labastida en relación con la reclamación formulada por doña R.M.L. y don G.R.M., por importe de 9.379,73 €, a la que habrá que añadir la actualización conforme a lo señalado en el párrafo antecedente.
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